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PROYECTO DE LEY DE AMPLIACION DE LA LEY No. 19.039 - PENSIÓN A 
LAS VÍCTIMAS DE DELITOS VIOLENTOS. 

ARTÍCULO 12.- Sustitúyese el art. 3º. de la Ley Nº 19.039, de 28 de diciembre de 2012, 

por el siguiente: 
"Artículo 3º. (Hecho generador de la prestación).- Cuando ocurriere, dentro del 
territorio nacional, un fallecimiento en ocasión de la tentativa o del delito consumado, 
de Violación (Artículo 272 del Código Penal); Lesiones graves (Artículo 317 del Código 
Penal); Lesiones personales (Artículo 316); Lesiones gravísimas (Artículo 318 del Código 
Penal); Hurto, únicamente cuando concurran sus circunstancias agravantes (Artículo 
341 del Código Penal); Rapiña (Artículo 344 del Código Penal); Rapiña con privación de 
libertad -Copamiento- (Artículo 344 bis. del Código Penal); Secuestro (Artículo 346 del 
Código Penal); u Homicidio y sus agravantes (Artículos 310, 311 y 312 del Código Penal); 
o cuando una persona resulte incapacitada en forma parcial o total, permanente o 
transitoriamente, para todo trabajo, por haber sido víctima, dentro del territorio 
nacional, de cualquiera de los delitos referidos anteriormente, se generará derecho a la 
pensión creada por el artículo 1º de esta ley, siempre y cuando la víctima no sea el autor, 
coautor o cómplice del delito o la tentativa y tenga residencia en el país." 

ARTICULO 22.- Sustitúyese el art. Sº. de la Ley Nº 19.039, de 28 de diciembre de 2012, 
por el siguiente: 

"Artículo 5º. Serán beneficiarias de la Pensión a las Víctimas de Delitos Violentos, bajo 
los requisitos previstos por el art. 3º. Las condiciones previstas por el art. 6º. De esta 
ley, las siguientes personas: 

A) El cónyuge de la víctima fallecida. 
B) El concubina de la víctima fallecida, acreditando dicha condición de acuerdo con 

la normativa prevista en el Banco de Previsión Social. 
C) Los hijos menores de la víctima fallecida ocasionado de acuerdo con el art. 3º. Y 

bajo las condiciones establecidas en los artículos 10 y 11 de esta ley. 
D) Los hijos de la víctima fallecida siendo solteros mayores de dieciocho años de 

edad, estén absolutamente incapacitados para todo trabajo, de acuerdo a lo 
dictaminado por el Banco de Previsión Social. 

E) Quién resulte incapacitado en forma parcial o total, permanente o 
transitoriamente, para todo trabajo remunerado, por haber sido víctima de 
algunos de los delitos o sus tentativas, previstos en el artículo 3º. Paro los casos 
de incapacidad transitoria, la prestación solo se otorgará mientras dure la 
misma. 

1



ARTICULO 32 {Plazo Especial).- Las personas podrán acogerse a la Pensión prevista en la 
presente ley cuando el hecho generador de la misma hubiese ocurrido dentro de los diez 
años anteriores a la fecha de entrada en vigencia de esta ley, siempre que la soliciten 
dentro del plazo perentorio de ciento ochenta días posteriores a su vigencia. 

ARTICULO 42,- El Poder Ejecutivo reglamentará esta ley dentro del término de noventa 
días siguientes al de su promulgación. 

Pedro Bordaberry 
Senador 

Montevideo, 23 de mayo de 2016 
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EXPOSICIÓN DE MOTIVOS. 

En el derecho uruguayo, por muchos años, hemos asistido a una carencia, por no 
decir olvido sistémico, de la existencia de la persona víctima del delito. 

Hoy hay una corriente de cambio que comenzó con la aprobación de la Ley Nº 
19.039 a fin del año 2012, que estableció una pensión a favor de las víctimas de la 
delincuencia, cuando ocurriere un homicidio en ocasión de delitos de rapiña, 
copamiento o secuestro o cuando una persona resulte incapacitada en forma absoluta 
para todo trabajo, por haber sido víctima de cualquiera de los delitos referidos 
anteriormente, siempre y cuando la víctima no sea el autor, coautor o cómplice del 
delito y tenga residencia en el país. 

Asimismo, en el nuevo Código de Proceso Penal ya aprobado Ley Nº 19.293 del 
año 2014, cuya entrada en vigencia será en febrero del año 2017, se establecen otra 
serie de normas que regularán los derechos y facultades de la víctima o el damnificado 
en el proceso penal (arts. 48, 79, 80 y 81). 

Ahora bien, recientemente el Presidente del B.P.S. ha señalado públicamente 
que desde la entrada en vigencia de la Ley Nº 19.030 (que como se señaló fue aprobada 
en diciembre de 2012 y que comenzó a aplicarse en enero de 2013) se llevan otorgadas 
apenas 117 compensaciones, y que la "aparentemente baja" cantidad de pensiones a 
víctimas de delitos puede obedecer a la "amplitud de programas de protección social" 
que existen en el Uruguay, "más allá de que sean o no por el origen de estas situaciones", 
según recogió en su momento el diario El Observador. 

No se comparten dichas conclusiones, entendiendo que, la baja cantidad de 
pensiones tiene su origen en la limitada casuística expresada en el art. 3 de dicha norma 
que regula el hecho generador de la prestación para víctimas de la delincuencia. 

Es notorio y contundente que se registran en el país una gran cantidad de delitos 
que tienen el resultado el fallecimiento, o la incapacidad total o parcial, absoluta o 
temporal de las víctimas de la delincuencia, y que merecen también el amparo del 
Estado, siguiendo el ambiente del Consejo de la Unión Europea en su reunión de 
Tampere (octubre 1999), en el cual el Consejo pidió que se elaboraran normas mínimas 
sobre protección de las víctimas, en particular sobre el acceso de las víctimas de delito 
a la justicia, y sus derechos a una indemnización por daños y perjuicios. 

A su vez, el 15 de marzo de 2001 se adoptó la decisión marco relativa al Estatuto 
de la Víctima en el proceso penal, todo lo cual nos muestra un avance en este sentido y 
del que Uruguay no puede quedar ajeno, ni lento en su accionar. 

Cabe consignar que la actual normativa, referida a la "Prestación de seguridad 
social denominada Pensión a las Víctimas de Delitos Violentos", Ley Nº 19.039, solo 
cubre casos de: 1-delitos consumados y a su vez, 2- está limitada tan solo al homicidio 
en ocasión de tres delitos, que son los delitos de rapiña, copa miento o secuestro o para 
cuando una persona resulte incapacitada en forma absoluta para todo trabajo como 
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consecuencia de alguno de esos 3 delitos, y por último y como se observa solo cubre 
incapacidades de carácter absoluto. 

La nueva propuesta, motivo de este proyecto de ley implica que, en primer lugar 
abarcará tanto a los delitos que se detallan como a las tentativas de los referidos delitos; 
2- amplia los delitos previstos, a los de: Violación (Artículo 272 del Código Penal); 
Lesiones graves (Artículo 317 del Código Penal); Lesiones personales (Artículo 316); 
Lesiones gravísimas (Artículo 318 del Código Penal); Hurto, únicamente cuando 
concurran sus circunstancias agravantes (Artículo 341 del Código Penal); Rapiña 
(Artículo 344 del Código Penal); Rapiña con privación de libertad -Copa miento- (Artículo 
344 bis. del Código Penal); Secuestro (Artículo 346 del Código Penal); y Homicidio y sus 
agravantes (Artículos 310, 311 y 312 del Código Penal); 3- también abarcará las 
situaciones de incapacidad, parcial o total, permanente o transitoriamente, y por último, 
4- para el caso de incapacidad transitoria, se establece que la prestación se otorgará solo 
mientras dure la misma. 

En suma, y de esta forma, la cobertura a las víctimas de la delincuencia será más 
contemplativa y justa. 

Por tanto concluimos que se debería ampliar el hecho generador para poder 
amparar muchísimas situaciones que hoy están injustamente excluidas del amparo. 

Por estas razones es que se propone al Cuerpo la aprobación del presente 
proyecto de ley. 

Pedro Bordaberry 
Senador 

Montevideo, 23 de mayo de 2016 
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Disposiciones Citadas 





CÓDIGO DEL PROCESO PENAL 

LIBRO I 

DISPOSICIONES GENERALES 

TÍTULO II - DE LOS SUJETOS PROCESALES 

CAPÍTULO II - EL MINISTERIO PÚBLICO 

SECCIÓN I - DISPOSICIONES GENERALES 

 

Artículo 48: (Información y protección a las víctimas). 

 48.1 Durante todo el procedimiento es deber de los fiscales adoptar medidas o 
solicitarlas en su caso, a fin de proteger a las víctimas de los delitos, facilitar su 
intervención en el proceso y evitar o disminuir al mínimo cualquier afectación de 
sus derechos. 

48.2 Los fiscales están obligados a realizar entre otras, las siguientes actividades 
a favor de la víctima: 

a) entregarle información acerca del curso y del resultado del  procedimiento, 
de sus derechos y de las actividades que debe realizar para ejercerlos; 

b) ordenar por si mismos o solicitar al tribunal en su caso, las  medidas 
destinadas a la protección de la víctima y de su familia frente a probables 
hostigamientos, amenazas o agresiones; 

c) informarle sobre su eventual derecho a indemnización y la forma de 
ejercerlo. 

   Si la víctima designó abogado, el Ministerio Público estará obligado a realizar 
también a su respecto la actividad señalada en el literal a) de este inciso. 

   El Fiscal de Corte reglamentará los procedimientos a seguir por los fiscales 
para dar cumplimiento a lo dispuesto en este artículo. 
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CAPÍTULO IV - LA VÍCTIMA 

SECCIÓN II - DE LA DEFENSA 

Artículo 79:   (La víctima). 
 
79.1 Se considera víctima a la persona ofendida por el delito. 
 
79.2 Al momento de formular instancia o denunciar el hecho, la víctima o su 
representante podrá manifestar su intención de participar en el proceso penal, 
con los derechos y facultades que este Código le asigna. 
 
 79.3 En la primera oportunidad procesal la víctima que haya hecho uso del 
derecho establecido en el numeral precedente, o su representante, deberá 
proporcionar sus datos identificatorios, constituir domicilio dentro del radio del 
juzgado, comunicando los cambios sucesivos y designar abogado patrocinante. 
 
79.4 A las víctimas carentes de recursos que así lo soliciten, se les designará 
defensor público. 
 

Artículo 80:  (Representantes de la víctima y legitimados para el ejercicio de sus 
derechos). 
 
   80.1 En la indagatoria y juzgamiento de delitos en los que haya ocurrido la 
muerte de la víctima, o en los casos en que esta, siendo legalmente capaz, no 
pueda ejercer por sí los derechos que este Código le otorga, podrán comparecer 
las siguientes personas, quienes ejercerán como suyos el derecho e interés que 
hubieran correspondido a la víctima fallecida o, en su caso, actuarán en su 
representación: 

a) los padres, conjunta o separadamente por sus hijos sometidos a patria 
potestad, o solteros o divorciados o viudos, no unidos en  concubinato, 
que no tuvieren, a su vez, hijos mayores de edad; 

b) el cónyuge, si no estaba separado voluntariamente de la víctima al 
momento del delito; el concubino; los hijos mayores de edad; 

c) los hermanos; 
d) el tutor, curador o guardador; 
e) los abuelos; 
f) los allegados que cohabitaban con la víctima o mantenían con ella una 

forma de vida en común. 

      Los menores y los incapaces comparecerán por intermedio de sus     
representantes legales. 

 No podrán actuar en representación de las víctimas ni ejercer los derechos 
que a estas correspondan, quienes fueran indagados por su presunta 
responsabilidad en el delito. 
 
   80.2 A efectos de su intervención en el procedimiento, la enunciación 
precedente constituye un orden de prelación, de manera que la actuación de una 
o más personas pertenecientes a determinada categoría, excluye a las 
comprendidas en las siguientes. 
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   80.3 Las cuestiones que se susciten por la aplicación de las disposiciones 
precedentes se tramitarán por la vía incidental y no suspenderán el curso del 
proceso principal. Contra las providencias que se dicten en el curso del incidente 
y aun contra la sentencia que le ponga fin, no cabrá otro recurso que el de 
reposición. 
 

Artículo 81: (Derechos y facultades de la víctima). 
 
   81.1 La víctima del delito tendrá los derechos que le reconoce este Código, sin 
perjuicio de los deberes que, para la defensa del interés de aquella, se imponen 
al fiscal. 
 
   81.2 La víctima del delito podrá intervenir en el procedimiento penal conforme 
a lo establecido en este Código y tendrá, entre otros, los siguientes derechos: 
 

a) a tomar conocimiento de la totalidad de las actuaciones cumplidas 
desde el inicio de la indagatoria preliminar, sin perjuicio de la 
facultad del fiscal de disponer que las mismas se mantengan en 
reserva cuando ello sea necesario para asegurar la eficacia de la 
investigación (artículo 259.3 de este Código); 

b) a intervenir en el proceso y ser oída en los términos previstos en 
este Código; 

c) a proponer prueba durante la indagatoria preliminar, así como en 
la audiencia preliminar y en la segunda instancia, si la hubiere, 
coadyuvando con la actividad indagatoria y probatoria del fiscal. 

d) En el diligenciamiento y producción de la prueba que haya sido 
propuesta por la víctima, esta tendrá los mismos derechos que las  
partes; 

e) a solicitar medidas de protección frente a probables 
hostigamientos, amenazas o agresiones contra ella, sus familiares 
o sus allegados; 

f) a solicitar medidas asegurativas sobre los bienes del encausado o 
relacionados con el delito; 

g) a oponerse, ante el tribunal, a la decisión del fiscal de no iniciar o 
dar por concluida la indagatoria preliminar, o no  ejercer la acción 
penal; 

h) a ser oída por el tribunal antes que dicte resolución sobre el pedido 
de sobreseimiento u otra determinación que ponga fin al proceso, 
de conformidad con lo dispuesto en el artículo 129 de este Código. 
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CÓDIGO PENAL 

_______________________________________________________________ 

 

CAPÍTULO IV 
De la violencia carnal, corrupción de menores, 

ultraje público al pudor 
 

 

Artículo 272. (Violación) Comete violación el que compele a una persona del 
mismo o de distinto sexo, con violencias y amenazas a sufrir la conjunción 
carnal, aunque el acto no llegara a consumarse. 

 
La violencia se presume cuando la conjunción carnal se efectúa: 

 
1. Con persona del mismo o diferente sexo, menor de quince años. No 

obstante, se admitirá prueba en contrario cuando la víctima tuviere doce 
años cumplidos ; 

2. Con persona que, por causas congénitas o adquiridas, permanentes o 
transitorias, se halla, en el momento de la ejecución del acto, privada 
de discernimiento o voluntad ; 

3. Con persona arrestada o detenida, siempre que el culpable resulte 
ser el encargado de su guarda o custodia ; 

4. Con fraude, sustituyéndose el culpable a otra persona. 
 
Este delito se castiga, según los casos, con penitenciaría de dos a doce años. 

 
El inciso final fue suprimido por el artículo 17 de la Ley N° 17897 de 14/09/2005. 

 

TÍTULO XII 

 
DE LOS DELITOS CONTRA LA PERSONALIDAD FÍSICA Y 

MORAL DEL HOMBRE  
 

CAPÍTULO I 
 

Artículo 310. (Homicidio) El que, con intención de matar, diere muerte a 
alguna persona, será castigado con veinte meses de prisión a doce años de 
penitenciaría. 
 
Artículo 310 bis. Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo siguiente, se 
considerará agravante especial del delito, la calidad ostensible de funcionario 
policial de la víctima, siempre que el delito fuere cometido a raíz o en ocasión 
del ejercicio de sus funciones, o en razón de su calidad de tal. En este caso, el 
máximo de la pena se elevará en un tercio respecto de la prevista en el artículo 
anterior. 
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Agregado por el artículo 17 de la Ley N° 16707 de 12/07/1995. 

 
Artículo 311. (Circunstancias agravantes especiales) El hecho previsto en el 
artículo anterior será castigado con diez a veinticuatro años de penitenciaría, 
en los siguientes casos: 

 

1. Cuando se cometiera en la persona del ascendiente o del 
descendiente legítimo o natural, del cónyuge, del concubino o 
concubina "more uxorio", del hermano legítimo o natural, del padre o 
del hijo adoptivo. 

2. Con premeditación 
3. Por medio de veneno. 
4. Si el sujeto fuera responsable de un homicidio anterior ejecutado con 

circunstancias atenuantes. 

 
Redacción dada por el artículo 12 de la Ley N° 16707 de 12/07/1995. 

 
Artículo 312. (Circunstancias agravantes muy especiales) Se aplicará la pena 
de penitenciaría de quince a treinta años, cuando el homicidio fuera cometido. 

 
1. Con impulso de bruta ferocidad, o con grave sevicia. 
2. Por precio o promesa remuneratoria. 
3. Por medio de incendio, inundación, sumersión, u otras de los delitos 

previstos en el inciso 3º del artículo 47. 
4. Para preparar, facilitar, o consumar otro delito, aun cuando éste no se 

haya realizado. 
5. Inmediatamente después de haber cometido otro delito, para asegurar 

el resultado, o por no haber podido conseguir el fin propuesto, o para 
ocultar el delito, para suprimir los indicios o la prueba, para procurarse 
la impunidad o procurársela a alguno de los delincuentes. 

6. La habitualidad, el concurso y la reincidencia, en estos dos últimos 
casos, cuando el homicidio anterior se hubiera ejecutado sin las 
circunstancias prevista en el numera 4º del artículo precedente. 

 
 

CAPÍTULO II 
 
 

Artículo 316. (Lesiones personales) El que, sin intención de matar causare a 
alguna persona una lesión personal, será castigado con pena de prisión de 
tres a doce meses. 

 
Es lesión personal cualquier trastorno fisiológico del cual se derive una 
enfermedad del cuerpo o de la mente. 
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Artículo 317. (Lesiones graves) La lesión personal prevista en el artículo 
anterior es grave, y se aplicará la pena de veinte meses de prisión a seis años 
de penitenciaría, si del hecho se deriva: 

 
1. Una enfermedad que ponga el peligro la vida de la persona ofendida, 

o una incapacidad para atender las ocupaciones ordinarias, por un 
término superior a veinte días. 

2. La debilitación permanente de un sentido o de un órgano. 
3. La anticipación del parto de la mujer ofendida. 

 
Artículo 318. (Lesiones gravísimas) La lesión personal es gravísima y se 
aplicará la pena de veinte meses de prisión a ocho años de penitenciaría, 
si del hecho se deriva: 

 
1. Una enfermedad cierta o probablemente incurable. 
2. La pérdida de un sentido. 
3. La pérdida de un miembro o una mutilación que le tome inservible o la 

pérdida de un órgano, o de la capacidad de generar, o una grave y 
permanente dificultad de la palabra. 

4. Una deformación permanente en el rostro. 
5. El aborto de la mujer ofendida. 

 

TÍTULO XIII 
DELITOS CONTRA LA 

PROPIEDAD  

CAPÍTULO I 

 
Delitos contra la propiedad mueble, con violencia 

en las cosas 
 

Artículo 340. (Hurto) El que se apoderare de cosa ajena mueble, 
sustrayéndosela a su tenedor, para aprovecharse, o hacer que otro se 
aproveche de ella, será castigado con tres meses de prisión a seis años de 
penitenciaría. 

 
Artículo 341. (Circunstancias agravantes) La pena será de doce meses de 
prisión a ocho años de penitenciaría cuando concurran las siguientes 
agravantes: 

 
1. Si para cometer el delito el sujeto hubiera penetrado o se mantuviere en 

un edificio o en algún otro lugar destinado a habitación. 
2. Si el sujeto llevara consigo armas o narcóticos, aún cuando no hiciera uso 

de ellos. 
3. Si la sustracción se efectuara sobre persona en estado de 

inferioridad psíquica o física; o con destreza; o por sorpresa, 
mediante despojo de las cosas que la víctima llevara consigo. 

4. Si el hecho se cometiera con intervención de dos o más personas, o 
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por sólo una, simulando la calidad de funcionario público o con la 
participación de un dependiente del damnificado. 

5. Si el delito se cometiera sobre objetos o dinero de los viajeros, 
cualquiera fuese el medio de transporte, durante la conducción, así 
como en los depósitos y estaciones, albergues y cualquier otro lugar 
donde se suministran alimentos o bebidas. 

6. Si el delito se cometiera sobre cosas existentes en establecimientos 
públicos o que se hallaren bajo secuestro o expuestas al público, por la 
necesidad o costumbre o destinadas al servicio público, o de utilidad, 
defensa, reverencia o beneficencia públicas. 

7. Cuando la víctima fuere un encargado de numerario o valores. 
 

Redacción dada por el artículo 1 de la Ley N° 17931 de 19/12/2005. 

 
Artículo 342. (Hurto de uso, cosas de poco valor o de cosas comunes. -
Circunstancias atenuantes) Son circunstancias atenuantes de este delito, las 
siguientes: 

 
1. Que el sujeto haya cometido la sustracción de la cosa, para servirse 

momentáneamente de ella, sin menoscabo de su integridad, 
efectuando su restitución o dejándola en condiciones que le permitan 
al dueño entrar de nuevo en su posesión ; 

2. Que la sustracción haya recaído sobre cosas de poco valor, para 
atender una necesidad, fuera de las circunstancias previstas en el 
artículo 27. 

3. Que la sustracción se haya efectuado por los propietarios, socios o 
coherederos, sobre cosas pertenecientes a la comunidad. No se 
castiga la sustracción de cosas comunes, cuando fueran fungible, y el 
valor no excediera la cuota parte que le corresponda al autor del hecho. 

 
Artículo 343. (Hurto de energía) El artículo 340 se aplica a la sustracción de 
energía eléctrica y agua potable, salvo que ésta se operara por intervención 
en los medidores, en cuyo caso rigen las disposiciones sobre estafa. 

 
 

CAPÍTULO II 
 

Delitos contra la propiedad mueble con violencia en las personas 
 

 

Artículo 344. (Rapiña) El que, con violencias o amenazas, se apoderare de 
cosa mueble, sustrayéndosela a su tenedor, para aprovecharse o hacer que 
otro se aproveche de ella, será castigado con cuatro a dieciséis años de 
penitenciaría. 
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La misma pena se aplicará al que, después de consumada la sustracción, 
empleara violencias o amenazas para asegurarse o asegurar a un tercero, la 
posesión de la cosa sustraída, o para procurarse o procurarle a un tercero la 
impunidad. 

 
La pena será elevada a un tercio cuando concurra alguna de las circunstancias 
previstas en el artículo 341 en cuanto fueren aplicables. 

 
El inciso final fue suprimido por el artículo 15 de la Ley N° 17897 de 14/09/2005. 

 
Artículo 344 bis. (Rapiña con privación de libertad. Copamiento) El que, con 
violencia o amenazas, se apoderare de cosa mueble, sustrayéndosela a su 
tenedor, para aprovecharse o hacer que otro se aproveche de ella, con 
privación de la libertad de su o sus víctimas, cualquiera fuere el lugar en que 
ésta se consumare, será castigado con ocho a veinticuatro años de 
penitenciaría. 

 
Agregado por el artículo 20 de la Ley N° 16707 de 12/07/1995. 

 
Artículo 345. (Extorsión) El que con violencias o amenazas, obligare a alguno 
a hacer, tolerar o dejar de hacer algo contra su propio derecho, para 
procurarse a sí mismo o para procurar a otro un provecho injusto, en daño del 
agredido o de un tercero, será castigado con cuatro a diez años de 
penitenciaría. 

 
Artículo 346. (Secuestro) El que privare de su libertad a una persona para 
obtener de ella, o de un tercero, como precio de su liberación, un provecho 
injusto en beneficio propio o ajeno, consiguiere o no su objeto, será castigado 
con seis a doce años de penitenciaría. 
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LEY Nº 19.039 
de 28 de diciembre de 2012 

 

 
 

CAPÍTULO I 
 

DE LA PENSIÓN A LAS VÍCTIMAS DE DELITOS VIOLENTOS 
Y EL APORTE ECONÓMICO AL CENTRO DE ATENCIÓN A 

LAS VÍCTIMAS DE LA VIOLENCIA Y El DELITO 
 

Artículo 1º. (Pensión a las Víctimas de Delitos Violentos).- Créase una 
prestación de seguridad social denominada Pensión a las Víctimas de Delitos 
Violentos, la que estará a cargo del Banco de Previsión Social. 
 

Artículo 2º. (Aporte económico al Centro de Atención a las Víctimas de la 
Violencia y el Delito).- Un 10% (diez por ciento) de los ingresos salariales que 
perciban las personas privadas de libertad se destinará al Ministerio del Interior, 
a los efectos de fortalecer el Centro de Atención a las Víctimas de la Violencia y 
el Delito. 
 

A los efectos de la financiación, el empleador actuará como agente de 
retención de la suma debiendo remitir dicho monto al Ministerio del Interior. 
 

CAPÍTULO II 
 

HECHO GENERADOR Y MONTO DE LA PENSIÓN 
 

Artículo 3º. (Hecho generador de la prestación).- Cuando ocurriere, dentro 
del territorio nacional, un homicidio en ocasión de delitos de rapiña, copamiento 
o secuestro o cuando una persona resulte incapacitada en forma absoluta para 
todo trabajo, por haber sido víctima, dentro del territorio nacional, de cualquiera 
de los delitos referidos anteriormente, se generará derecho a la pensión creada 
por el artículo 1º de esta ley, siempre y cuando la víctima no sea el autor, coautor 
o cómplice del delito y tenga residencia en el país. 
 

Artículo 4º. (Monto de la pensión).- Esta pensión será de carácter mensual y 
su valor será de 6 BPC (seis Bases de Prestaciones y Contribuciones). 
 

CAPÍTULO III 
 

BENEFICIARIOS 
 

Artículo 5º.- Serán beneficiarias de la Pensión a las Víctimas de Delitos 
Violentos, bajo los requisitos previstos por el artículo 3º y las condiciones 
previstas por el artículo 6º de esta ley, las siguientes personas: 
 

A) El cónyuge de la víctima de homicidio. 
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B) El concubino de la víctima de homicidio, acreditando dicha condición, 
de acuerdo con lo dispuesto por la Ley Nº 18.246, de 27 de diciembre de 
2007. 
C) Los hijos menores de la víctima del homicidio ocasionado de acuerdo 
con el artículo 3º y bajo las condiciones establecidas en los artículos 10 y 
11 de esta ley. 
  
D) Los hijos de la víctima de homicidio que siendo solteros mayores de 
dieciocho años de edad, estén absolutamente incapacitados para todo 
trabajo, de acuerdo a lo dictaminado por el Banco de Previsión Social. 
 
E) Quien resulte incapacitado en forma absoluta para todo trabajo 
remunerado, por haber sido víctima de rapiña, secuestro o copamiento.  

 
CAPÍTULO IV 

 
CONDICIONES DE LA PRESTACIÓN 

 
Artículo 6º.- Los viudos o concubinos beneficiarios deberán acreditar, 

conforme a la reglamentación que se dicte, la dependencia económica del 
causante o la carencia de ingresos suficientes. 
 

Artículo 7º.- Las viudas o concubinas beneficiarias tendrán derecho al 
beneficio siempre que sus ingresos mensuales no superen la suma establecida 
en el artículo 26 de la Ley Nº 16.713, de 3 de setiembre de 1995, con los 
reajustes correspondientes. 
 

Artículo 8º.- Los viudos o concubinos beneficiarios que tengan cuarenta o 
más años de edad a la fecha de fallecimiento de la víctima de homicidio o que 
cumplan esa edad gozando del beneficio de la pensión, la misma se servirá 
durante toda su vida. 
 

Artículo 9º.- Los viudos o concubinos beneficiarios, que tengan entre treinta 
y treinta y nueve años de edad a la fecha del fallecimiento del causante, la 
pensión se servirá por el término de cinco años y por el término de dos años 
cuando los mencionados beneficiarios sean menores de treinta años de edad a 
dicha fecha. 
 

Artículo 10.- Las restricciones establecidas en el artículo 9º no serán de 
aplicación en los casos en que: 
 

A) El beneficiario estuviese total y absolutamente incapacitado para todo 
trabajo. 
 
B) Integren el núcleo familiar del beneficiario hijos solteros menores de 
veintiún años de edad, en cuyo caso la pensión se servirá hasta que estos 
últimos alcancen dicha edad, excepto cuando se trate de mayores de 
dieciocho años de edad que dispongan de medios de vida propios y 
suficientes para su congrua y decente sustentación. 
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C) Integren el núcleo familiar hijos solteros mayores de dieciocho años de
edad absolutamente incapacitados para todo trabajo.

Artículo 11.- Si el o los beneficiarios fueren hijos solteros menores de veintiún
años de edad, la pensión se servirá hasta que éstos alcancen dicha edad,
excepto cuando se trate de mayores de dieciocho años de edad que dispongan
de medios de vida propios y suficientes para su congrua y decente sustentación.

Si el o los beneficiarios fueren hijos solteros mayores de dieciocho años de
edad pero absolutamente incapacitados para todo trabajo, se servirá la pensión
en forma vitalicia, salvo que cesen dichas condiciones para acceder al beneficio.

Artículo 12.- Si cualquiera de los beneficiarios, al momento del fallecimiento
de la víctima, se hallare en alguna de las situaciones de desheredación o
indignidad previstas en los artículos 842, 899 y 900 del Código Civil, perderá el
derecho a la pensión.

Artículo 13. (Distribución y acrecimiento).- En caso de existir más de un
beneficiario, la distribución de la pensión entre los mismos se realizará de
acuerdo con lo que dispone el régimen general pensionario vigente en el ámbito
del Banco de Previsión Social.

Cuando cese el derecho al cobro de la Pensión a las Víctimas de Delitos
Violentos de cualquier copartícipe, su cuota parte no acrecerá a la de los demás.

Artículo 14. (Haberes sucesorios).- La Pensión a las Víctimas de Delitos
Violentos no generará haberes sucesorios en caso de fallecimiento de sus
beneficiarios, víctimas o causahabientes.

Artículo 15. (Inicio de la prestación).- Los haberes de la pensión se servirán
desde la fecha de solicitud a la Administración de otorgamiento del beneficio.

Artículo 16. (Incompatibilidades con otras prestaciones de seguridad social).-
La Pensión a las Víctimas de Delitos Violentos no será acumulable con cualquier
tipo de pensión, jubilación o retiro a cargo del Estado o de alguna de las demás
instituciones de seguridad social, públicas o privadas.

En caso de incompatibilidad con otras prestaciones a que tuviera derecho el
beneficiario, podrá optar por la que le resulte más favorable.

Cuando las prestaciones referidas se encuentren en el ámbito del Banco de
Previsión Social, será éste quien determine qué prestación otorgará, aplicando
siempre el criterio más favorable para el beneficiario, sin perjuicio del derecho a
opción previsto en el inciso anterior.

Artículo 17. (Referencias a hijos).- A los efectos de esta ley, las referencias a
hijos comprenden a ambos sexos y a las calidades legales de legítimos,
naturales y adoptivos.

Artículo 18. (Requisitos formales).- Para poder percibir la pensión, el
beneficiario deberá cumplir con los siguientes requisitos:
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A) Acreditar el hecho generador, presentando testimonio de la partida de
estado civil de defunción de la víctima, cuando corresponda, y los documentos
policiales o judiciales, en su caso.

B) Presentar la documentación médica que se requiera y someterse a los
estudios que la Administración entendiera necesarios para la acreditación de
que la imposibilidad alegada es consecuencia de la situación prevista en el
artículo 3º de esta ley.

C) Acreditar su legitimación activa a través de los testimonios de las partidas
que justifiquen el vínculo.

Artículo 19. (Atribuciones de la Administración).- Compete al Banco de
Previsión Social verificar y controlar todos los requisitos de elegibilidad para ser
beneficiario de la Pensión a las Víctimas de Delitos Violentos.

A tales efectos dispondrá, si fuese necesario, de las facultades consagradas por
el artículo 8º de la Ley Nº 18.227, de 22 de diciembre de 2007, y podrá solicitar
a los juzgados intervinientes las actuaciones judiciales realizadas.

Artículo 20. (Derecho personalísimo).- La prestación instituida por esta ley es
inalienable e inembargable. Esta disposición es de orden público. Todo negocio
jurídico que implique su enajenación será absolutamente nulo.

Artículo 21. (Plazo especial).- Las personas podrán acogerse a la Pensión a
las Víctimas de Delitos Violentos cuando el hecho generador de la misma
hubiese ocurrido dentro de los diez años anteriores a la fecha de entrada en
vigencia de esta ley, siempre que la soliciten dentro del plazo perentorio de ciento
ochenta días posteriores a su vigencia.

Artículo 22. (Sistema Nacional Integrado de Salud).- Los beneficiarios de la
prestación estarán comprendidos en el Sistema Nacional Integrado de Salud, de
acuerdo con lo dispuesto en la Ley Nº 18.211, de 5 de diciembre de 2007,
debiendo efectuar las aportaciones correspondientes.

Artículo 23. (Ajuste).- Las prestaciones concedidas por esta ley serán
ajustadas de acuerdo al régimen general de ajuste de pasividades, conforme con
lo establecido por el artículo 67 de la Constitución de la República.

Los mínimos pensionarios actuales o que se dispongan en el futuro serán
aplicables a la suma de todas las cuotas partes en que se distribuya la Pensión
a las Víctimas de Delitos Violentos y no a los beneficiarios individualmente.

Artículo 24. (Reglamentación).- El Poder Ejecutivo reglamentará esta ley
dentro del término de noventa días siguientes al de su promulgación.
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